
 

PREGUNTAS FRECUENTES SOBRE EL CBP 

Código de Buenas Prácticas 

 

Banco Sabadell se encuentra adherido al Código de Buenas Prácticas aprobado por el 

Real Decreto Ley 6/2012, de 9 de marzo 1, con la finalidad de que sean aplicadas 

diferentes medidas a las familias que sufran dificultades de pago de su hipoteca. (Real 

Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protección de deudores 

hipotecarios sin recursos. (boe.es)) 

 

El Código de Buenas Prácticas va dirigido a deudores de préstamos y créditos 

garantizados con hipoteca sobre su vivienda habitual que se encuentren en el umbral 

de exclusión. Asimismo, también va dirigido a los fiadores hipotecarios y garantes 

hipotecarios no deudores respecto de su vivienda habitual y con las mismas condiciones 

que las establecidas para el deudor hipotecario. 

Condiciones que deben cumplirse 

1. Que la garantía del préstamo hipotecario sea la vivienda habitual del deudor. 

2. Que el precio de adquisición de la vivienda no supere el límite que establece la 

norma (límite absoluto de 300.000€). 

3. Que se cumplan unos requisitos económicos, lo que la norma denomina “umbral 

de exclusión” 

Puede consultar la guía completa en el siguiente enlace: 

¿Qué es el umbral de exclusión? 

Para que al deudor hipotecario le resulten de aplicación las medidas del Código, deberá 

estar situado en lo que la norma denomina "umbral de exclusión" que se refiere a sus 

circunstancias económicas. 

1. Que el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar 2 no supere 

el límite de tres veces el IPREM anual de catorce pagas. Siendo el IPREM anual 

14 pagas del año 2022 de 8.106,28 € y para el 2023 se prevé un IPREM anual 

14 pagas de 8.400€.  

El límite previsto en el párrafo anterior será de cuatro veces el IPREM anual de 

catorce pagas, en caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar 

tenga declarada discapacidad superior al 33 %, situación de dependencia o 

 
1 modificado por la Ley 1/2013, de 14 de mayo de 2013, por la Ley 8/2013, de 26 de junio, por el Real Decreto-ley 1/2015, de 
27 de febrero, por la Ley 25/2015, de 28 de julio, por el Real Decreto-ley 5/2017 de 17 marzo, por la Ley 5/2019, de 15 de 
marzo y por el Real Decreto-ley 19/2022 de 22 noviembre 

2 se entenderá por unidad familiar la compuesta por el deudor, su cónyuge no separado legalmente o pareja de hecho inscrita 
y los hijos, con independencia de su edad, que residan en la vivienda, incluyendo los vinculados por una relación de tutela, 
guarda o acogimiento familiar. 

https://boe.es/buscar/pdf/2012/BOE-A-2012-3394-consolidado.pdf
https://boe.es/buscar/pdf/2012/BOE-A-2012-3394-consolidado.pdf
https://boe.es/buscar/pdf/2012/BOE-A-2012-3394-consolidado.pdf
https://www.bancsabadell.com/cs/Satellite?blobcol=urldata&blobheader=application%2Fpdf&blobheadername1=Content-disposition&blobheadervalue1=attachment%3B+filename%3DGuia-cliente-Codigo-de-buenas-practicas-180523_ES.pdf&blobkey=id&blobtable=MungoBlobs&blobwhere=8000849195867&bsb=R0JTX011bHRpbWVkaWFfRkEtNjAwMDAwODEyOTU3MS0xMTgzMDE1NjQwMzU1&ssbinary=true


enfermedad que le incapacite de forma permanente para realizar una actividad 

laboral, o de cinco veces el IPREM, en el caso de que un deudor hipotecario sea 

persona con parálisis cerebral, con enfermedad mental, o con discapacidad 

intelectual, con un grado de discapacidad reconocido igual o superior al 33 %, o 

persona con discapacidad física o sensorial, con un grado de discapacidad 

reconocido igual o superior al 65 %, así como en los casos de enfermedad grave 

que incapacite acreditadamente, a la persona o a su cuidador, para realizar una 

actividad laboral. 

 

2. Que la cuota hipotecaria resulte superior al 50 % de los ingresos netos que 

perciba el conjunto de los miembros de la unidad familiar, siendo los ingresos 

netos los ingresos brutos menos impuestos y cotizaciones sociales. Dicho 

porcentaje será del 40 % de los ingresos netos de la unidad familiar si concurren 

las circunstancias indicadas en el párrafo anterior. 

 

3. Que, en los cuatro años anteriores al momento de la solicitud, se cumpla una de 

las siguientes premisas: 

a. Que la tasa de esfuerzo para hacer frente a la cuota hipotecaria, es decir la 

carga hipotecaria sobre el total de ingresos de la unidad familiar se haya 

incrementado.  

 

b. Que hayan sobrevenido las circunstancias familiares de especial 

vulnerabilidad que se especifican en la norma, sin que se puedan extender a 

otras no previstas legalmente. Veamos cuáles son estas circunstancias: 

- La familia numerosa. 

- La unidad familiar monoparental con hijos a cargo. 

- La unidad familiar de la que forme parte un menor de edad. 

- La unidad familiar en la que alguno de sus miembros tenga declarada 

discapacidad superior al 33%, situación de dependencia o 

enfermedad que le incapacite acreditadamente de forma 

permanente, para realizar una actividad laboral. 

- La unidad familiar con la que convivan, en la misma vivienda, una o 

más personas que estén unidas con el titular de la hipoteca o su 

cónyuge por vínculo de parentesco hasta el tercer grado de 

consanguinidad o afinidad, y que se encuentren en situación personal 

de discapacidad, dependencia, enfermedad grave que les incapacite 

acreditadamente de forma temporal o permanente para realizar una 

actividad laboral. 

- La unidad familiar en que exista una víctima de violencia de género o 

de trata o de explotación sexual 

- El deudor mayor de 60 años. 

 



Las medidas recogidas en la normativa 

Una vez realizados los trámites, y si se cumplen las condiciones, se aplicarían, por fases, 

las medidas recogidas en el Código de Buenas Prácticas: 

▪ En primer lugar, reestructurar la deuda (medida principal). 

▪ Si no es viable la medida anterior, estudiar una quita (medida complementaria). 

▪ Si no puede aplicarse ninguna de las anteriores, podrás solicitar la dación en 

pago (medida sustitutiva). 

▪ Derecho de alquiler en caso de ejecución de la vivienda habitual 

Medida principal: Reestructuración de la deuda hipotecaria 

Supone el establecimiento de un nuevo plan de pagos que ofrece unas condiciones más 

favorables al deudor. No pueden formular esta solicitud los deudores a los que ya se les 

esté reclamando la deuda en un procedimiento de ejecución en el que esté señalada la 

fecha de subasta.  

Las condiciones del plan de reestructuración son: 

▪ Carencia en la amortización de capital de cinco años si el incremento del esfuerzo 

que representa la carga hipotecaria se hubiera multiplicado por al menos 1,5 y/o 

la unidad familiar se encontrase en una de las circunstancias familiares de 

especial vulnerabilidad. Esto supone que, durante cinco años desde la 

aprobación del plan, el deudor sólo pagará los intereses. La carencia será de dos 

años si la carga hipotecaria se hubiera incrementado en menos de 1,5 y la unidad 

familiar no se encontrase en una de las circunstancias de especial vulnerabilidad 

▪ El capital que se deja de pagar durante ese período se prorratea en las cuotas 

restantes. 

▪ Ampliación del plazo de amortización hasta un total de cuarenta años a contar 

desde la concesión del préstamo. No obstante, si la carga hipotecaria se hubiera 

incrementado en menos de 1,5 y la unidad familiar no se encontrase en una de 

las circunstancias de especial vulnerabilidad, la ampliación del plazo sería de 

hasta siete años, sin superar el plazo de cuarenta años desde la concesión del 

préstamo. 

▪ Reducción del tipo de interés aplicable al Euribor - 0,10% durante el plazo de 

carencia. En caso de préstamos a tipo fijo se aplicará éste durante el periodo de 

carencia. No obstante, si la carga hipotecaria se hubiera incrementado en menos 

de 1,5 y la unidad familiar no se encontrase en una de las circunstancias de 

especial vulnerabilidad, el tipo de interés aplicable durante la carencia será tal 

que suponga una reducción del 0,5 % del valor actual neto del préstamo de 

acuerdo con la normativa vigente. 

▪ Con carácter indefinido, dejarán de aplicarse las cláusulas suelo, previstas en los 

contratos de préstamo. 

▪ Además, las entidades podrán reunificar el conjunto de las deudas contraídas 

por el deudor. 



▪ Además, la amortización anticipada del préstamo solicitada durante los diez años 

posteriores a la aprobación del plan de reestructuración no conllevará costes por 

compensación. 

El deudor en un plan de reestructuración, que habiendo finalizado el período de carencia 

en la amortización de capital se encuentre en el umbral de exclusión que se define en 

el presente Código, podrá instar la solicitud de un segundo plan de reestructuración, 

siempre que la salida de la carencia no sea el hecho determinante de encontrarse en 

dicho umbral de exclusión. 

Una vez aplicadas estas condiciones: 

▪ Si la cuota a pagar es inferior al 50% de los ingresos que percibe en ese momento 

la unidad familiar, el plan de reestructuración es viable y se procederá a su 

aplicación. 

▪ Si la cuota es superior al 50%, el plan se considerará inviable y se te informará 

de las sucesivas medidas que prevé el Código: la quita y la dación en pago de la 

vivienda habitual. 

 

Medida complementaria: Quita 

Requisitos adicionales en el caso de quita de la deuda (también aplicables a la medida 

sustitutiva de dación en pago de la vivienda): 

1. Que la familia carezca de otros bienes o derechos patrimoniales suficientes con 

los que hacer frente a la deuda. 

2. Que el bien hipotecado sea la única vivienda en propiedad del deudor o deudores 

y el préstamo se concediera para su adquisición. 

3. Que el préstamo no tenga otras garantías, reales o personales o, en el caso de 

existir estas últimas, que carezca de otros bienes o derechos patrimoniales 

suficientes con los que hacer frente a la deuda. 

4. En el caso de que existan codeudores que no formen parte de la unidad familiar, 

deberán estar incluidos en las circunstancias 1., 2., y 3. anteriores 

La quita es una reducción de la deuda pendiente que implica que el importe de las 

nuevas cuotas sea inferior al original. 

Esta medida no es obligatoria para nuestra entidad, que podrá aceptarla o rechazarla 

sin tener que motivar su decisión. 

La quita puede aplicarse cuando el plan de reestructuración resulta inviable. Recuerda 

que esto ocurre si el deudor está en el llamado “umbral de exclusión” y el precio de 

adquisición de la vivienda habitual cumple el límite, pero la cuota resultante de dicho 

plan es superior al 50% de los ingresos de la unidad familiar. 



No existe un límite temporal para solicitar la quita, la quita se podrá solicitar aunque el 

banco haya iniciado un procedimiento de ejecución hipotecaria y se hubiera producido 

el anuncio de subasta. 

El banco debe responder a la solicitud de quita en un mes desde la acreditación de la 

inviabilidad del plan de reestructuración. 

Para calcular la quita, se pueden utilizar alguno de los siguientes métodos: 

▪ Reducción en un 25 % del capital pendiente de amortización. 

▪ Reducción equivalente a la diferencia entre capital amortizado y el que guarde 

con el total del capital prestado la misma proporción que el número de cuotas 

satisfechas por el deudor sobre el total de las debidas. 

▪ Reducción equivalente a la mitad de la diferencia existente entre el valor actual 

de la vivienda y el valor que resulte de sustraer al valor inicial de tasación dos 

veces la diferencia con el préstamo concedido, siempre que el primero resulte 

inferior al segundo. 

Medida sustitutiva: Dación en pago 

Consiste en la entrega al banco de la vivienda que garantiza el préstamo a cambio de 

dar por cancelada la deuda pendiente. 

Dado que las medidas del Código son sucesivas, para solicitar la dación en 

pago deben darse las siguientes circunstancias: 

▪ Que el deudor se encuentre en el umbral de exclusión. 

▪ Que el precio de adquisición de la vivienda cumpla con el límite impuesto, con 

un máximo de 250.000 euros. 

▪ Que el plan de reestructuración de la deuda sea inviable. 

▪ Que la entidad haya optado por no aplicar la quita de la deuda. 

▪ Que aunque el banco haya iniciado un procedimiento de ejecución, no se haya 

dictado el anuncio de subasta. 

▪ Que la vivienda no esté gravada con cargas posteriores. 

▪ Que la solicitud de dación se haya presentado dentro de los veinticuatro 

meses siguientes a la solicitud de la reestructuración.  

▪ También podrán cursar esta solicitud los deudores que tengan aprobado y en 

curso un plan de reestructuración que observen su imposibilidad de atender los 

pagos después de veinticuatro meses desde la solicitud de reestructuración. En 

este caso, la entidad valorará la posible entrega del bien hipotecado por parte 

del deudor, a la propia entidad o tercero que ésta designe, quedando 

definitivamente cancelada la deuda. 

La dación extingue totalmente la deuda garantizada con hipoteca y las 

responsabilidades personales del deudor y de terceros. 



En el momento de pedir la dación, el deudor puede solicitar el arrendamiento de la 

vivienda durante dos años pagando una renta del 3% del importe total de la deuda en el 

momento de la dación. Si impaga la renta, se devengará un interés de demora del 10%. 

El banco podrá pactar con el deudor la cesión de una parte de la plusvalía generada por 

la venta de la vivienda, en contraprestación por la colaboración que este pueda prestar 

en dicha transmisión. 

Derecho de alquiler en caso de ejecución de la vivienda habitual 

Podrá solicitar esta medida, el deudor hipotecario ejecutado cuyo lanzamiento haya sido 

suspendido de conformidad con lo dispuesto por el artículo 1.1 de la Ley 1/2013, de 14 

de mayo. 

 

El deudor podrá solicitar el alquiler de su vivienda habitual desde que se produzca la 

suspensión del lanzamiento y durante un plazo de un año, este plazo empezará a contar 

con la entrada en vigor del RDL 19/2022, el 24 de noviembre de 2022, para los 

deudores que tengan suspendido el lanzamiento, y desde que se produzca la 

suspensión para quienes se beneficien con posterioridad. 

A cambio de este alquiler, pagará una renta anual máxima del 3% de su valor en el 

momento en que se aprobó el remate. Este valor se determinará según la tasación 

aportada por el deudor, certificada por un tasador homologado. 

El arrendamiento es anual, prorrogable hasta 5 años a voluntad del arrendatario. 

Transcurrido este plazo, ambas partes pueden acordar la prórroga anual por otros 5 

años. 

Documentación requerida 

Para acreditar la percepción de ingresos por los miembros de la unidad familiar: 

- Certificado de rentas, y en su caso, certificado relativo a la presentación del 

Impuesto de Patrimonio, expedido por la Agencia Estatal de Administración 

Tributaria o el órgano competente de la Comunidad Autónoma, en su caso, 

con relación al último ejercicio tributario.  

- Últimas tres nóminas percibidas. 

- Certificado expedido por la entidad gestora de las prestaciones, en el que 

figure la cuantía mensual percibida en concepto de prestaciones o subsidios 

por desempleo.  

- Certificado acreditativo de los salarios sociales, rentas mínimas de inserción, 

ingreso mínimo vital o ayudas análogas de asistencia social concedidos por 

el Estado, las comunidades autónomas y las entidades locales. 

 

- En caso de trabajador por cuenta propia, si estuviera percibiendo la 

prestación por cese de actividad, el certificado expedido por el órgano gestor 

en el que figure la cuantía mensual percibida. 



Para acreditar el número de personas que habitan la vivienda: 

- Libro de familia o documento acreditativo de la inscripción como pareja de 

hecho.   

- Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la 

vivienda, con referencia al momento de la presentación de los documentos 

acreditativos y a los seis meses anteriores.  

- Declaración de discapacidad, de dependencia o de incapacidad permanente 

para realizar una actividad laboral.  

 

Para acreditar la titularidad de los bienes: 

- Certificados de titularidades expedidos por el Registro de la Propiedad en 

relación con cada uno de los miembros de la unidad familiar.   

- Escrituras de compraventa de la vivienda y de constitución de la garantía 

hipotecaria y otros documentos justificativos, en su caso, del resto de las 

garantías reales o personales constituidas, si las hubiere.  

 

• Declaración responsable del deudor o deudores relativa al cumplimiento de los 

requisitos exigidos para considerarse situados en el umbral de exclusión. 

Encontraran este modelo en las web oficiales del Banco de España o del MINECO. 

También pueden utilizar el confeccionado por nuestra entidad con el mismo 

redactado y validez, que incorpora opcionalmente la notificación electrónica de la 

resolución enlace a la Declaración Responsable 

 

Ventajas para los garantes 

El Código de Buenas Prácticas se aplicará a los fiadores y avalistas de un préstamo 

hipotecario, con la finalidad de salvaguardar su vivienda habitual. 

Para que resulte de aplicación el Código, es necesario que el fiador o avalista reúna las 

mismas condiciones que se establecen para el deudor principal. 

En caso de reclamación del pago de la deuda al garante de la operación (fiador, avalista 

o hipotecante no deudor) que se encuentra en el “umbral de exclusión” le serán de 

aplicación las medidas que el Código de Buenas Prácticas establece respecto de su 

vivienda habitual. 

Además, en estos casos, no será de aplicación el pacto por el que el garante renunció 

al beneficio de excusión, es decir, antes de que la entidad reclame al avalista o fiador la 

deuda, se le podrá exigir que agote el patrimonio del deudor principal. 

 

https://bancsabadell.zendesk.com/hc/article_attachments/7978635574546


Ventajas fiscales del Código de Buenas Prácticas: 

Las medidas del Código de Buenas Prácticas gozarán de las ventajas fiscales/notariales 

siguientes: 

• Los derechos arancelarios y demás conceptos notariales y registrales derivados de 

la formalización e inscripción de las novaciones que se realicen al amparo de este 

Código de Buenas Prácticas serán satisfechos en todo caso por el acreedor 

• En caso de dación:  

- Exención del Impuesto municipal sobre el incremento del valor de   los   

terrenos   de   naturaleza   urbana (plusvalía   municipal)  

- Exención en el IRPF del deudor de la garantía patrimonial devengada 

 

 

En caso de duda 

Para dudas sobre el Código de Buenas Prácticas hemos habilitado un correo electrónico 

donde hacer consultas: codigodebuenaspracticas@bancsabadell.com, y el teléfono 900 

10 37 23. También puedes visitar una de nuestras oficinas, donde podrás encontrar el 

detalle completo de las posibles medidas a solicitar, documentación acreditativa a 

presentar y resto de información. 

En caso de posibles controversias puede acceder a nuestro Servicio de Atención al 

Cliente. 

mailto:codigodebuenaspracticas@bancsabadell.com
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